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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

   

Bogotá D. C., nueve (9) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

SENTENCIA. 

REF: ACCIÓN DE TUTELA No. 11001400300520210043500 
CÓDIGO DE TRÁMITE ASIGNADO: TUT362377 

ACCIONANTE: DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA 
DEFENSORÍA DEL ESPACIO PÚBLICO-DADEP 
ACCIONADA: FONDO DE PENSIONES Y CESANTIAS COLFONDOS. 

 
Procede el Despacho a resolver la acción de tutela de la referencia, una vez 

realizado en legal forma el trámite correspondiente. 

 

ANTECEDENTES: 

 

1. HECHOS: 

 

Expone la entidad accionante que el 17 de febrero de 2021, presentó de 

derecho de petición a la accionada. 

 

A la fecha, tal solicitud no ha tenido respuesta.  

 

2. LA PETICIÓN 

 

Solicitó se ampare su derecho fundamental de petición y, en consecuencia, 

“se ordene al Representante Legal del FONOD DE PENSIONES Y CESANTIAS 

COLFONDOS de respuesta de fondo al Derecho de petición 

20214010019301”. 

 

3. SINTESIS PROCESAL: 

 

Recibida la acción de tutela, se admitió por auto de fecha 26 de Mayo de 

2021, y de ella se corrió traslado a la accionada, otorgando un plazo de dos 

(2) días para que brindara una respuesta al amparo. 

 

FONDO DE PENSIONES Y CESANTIAS COLFONDOS. 
 

Guardó silencio. 

CONSIDERACIONES: 

 

1.- LA ACCION DE TUTELA: 

 

El artículo 86 de la Constitución Política de 1991 estableció que toda 

persona tiene acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo 

momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la 

protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 

cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o 
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la omisión de cualquier autoridad pública, o contra particular frente al cual 

se encuentre en condiciones de subordinación. Esta acción sólo procederá 

cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 

aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. 

 

La acción de tutela en consecuencia, es viable cuando quiera que un derecho 

fundamental constitucional se encuentre bajo amenaza o vulneración, 

situación que deberá ser demostrada o probada, por quien reclama su 

protección. 

 

2. El derecho de petición, sobre el cual se invoca la protección constitucional, 

es la garantía constitucional de toda persona “a (i) formular peticiones 

respetuosas, (ii) ante las autoridades o particulares, -organizaciones privadas 

o personas naturales, en los términos definidos por el Legislador; (iv) por motivo 

de interés general o particular, y a (iv) obtener pronta resolución. El marco 

jurídico de esta garantía se concentra, principalmente, en el artículo 23 de la 

Constitución Política y en la Ley 1437 de 2011, Titulo II, sustituido por el 

artículo 1º de la Ley 1755 de 2015” (Sentencia T 058 de 2018) 

 

Derecho fundamental de petición, cuyo núcleo comprende: i) la formulación 

de la petición; ii) la pronta resolución, iii) la respuesta de fondo y iv) la 

notificación al peticionario de la decisión.  

 

De otra parte, hay que recordar que la respuesta a la solicitud, aun cuando 

se debe emitir en el término definido por la ley y de fondo, no exige 

necesariamente una decisión favorable o positiva a los intereses de la 

persona, pues una cosa es el derecho de petición y otra muy distinta, el 

derecho a lo pedido.  Al respecto la Corte señaló lo siguiente: 

 

“Ahora bien, la obligación de resolver de fondo una solicitud no 

significa que la respuesta sea aquiescente con lo solicitado, sino el 

respeto por el ejercicio del derecho fundamental de petición, es decir, 

se debe emitir una respuesta clara, precisa, congruente, de fondo, sin 

que ello signifique necesariamente acceder a lo pretendido. Debe 

recordarse que es diferente el derecho de petición al derecho a lo 

pedido: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la 

respuesta. No se decide propiamente sobre él [materia de la petición], 

en cambio si se decide por ejemplo sobre el reconocimiento o no del 

derecho subjetivo invocado (…)”. Es decir, la entidad o particular al 

que se dirija la solicitud está en la obligación de resolver de fondo la 

solicitud, lo que no significa que deba acceder necesariamente a las 

pretensiones que se le realicen”. (Sentencia atrás citada)  

 
3.- El derecho de petición ante particulares está regulado en los artículos 

32 y 33 de la Ley 1755 de 2015, de la siguiente manera: 
 
“Artículo 32. Derecho de petición ante organizaciones privadas para 
garantizar los derechos fundamentales. Toda persona podrá ejercer el 
derecho de petición para garantizar sus derechos fundamentales ante 
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organizaciones privadas con o sin personería jurídica, tales como sociedades, 
corporaciones, fundaciones, asociaciones, organizaciones religiosas, 
cooperativas, instituciones financieras o clubes. 
 
Salvo norma legal especial, el trámite y resolución de estas peticiones estarán 
sometidos a los principios y reglas establecidos en el Capítulo I de este título. 
 
Las organizaciones privadas solo podrán invocar la reserva de la información 
solicitada en los casos expresamente establecidos en la Constitución Política 
y la ley. (…) 
Parágrafo 1°. Este derecho también podrá ejercerse ante personas naturales 
cuando frente a ellas el solicitante se encuentre en situaciones de indefensión, 
subordinación o la persona natural se encuentre ejerciendo una función o 
posición dominante frente al peticionario. 
(….) 
Parágrafo 3°. Ninguna entidad privada podrá negarse a la recepción y 
radicación de solicitudes y peticiones respetuosas, so pena de incurrir en 
sanciones y/o multas por parte de las autoridades competentes”. 

 

4. El Decreto Legislativo 491 del 28 de marzo de 2020, en su artículo 5 

dispuso la “Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las 
peticiones que se encuentren en curso o que se radiquen durante la 
vigencia de la Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos 

señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, así: Salvo norma especial 
toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su 
recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes 
peticiones: (i) Las peticiones de documentos y de información deberán 
resolverse dentro de los veinte (20) días siguientes a su recepción. (ii) Las 
peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 
relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta 
y cinco (35) días siguientes a su recepción.”. 
 

5. En ese orden, formulada una petición, el mismo se rige por las reglas del 

derecho de petición atrás señaladas, de modo tal, que la autoridad o el 
particular queda sujeto al término para responder peticiones en interés 
general y particular de treinta (30) días hábiles; peticiones de documentos y 

de información, veinte (20) días hábiles; y peticiones de consulta treinta y 
cinco (35) días hábiles. 

 

6.- CASO CONCRETO 

 

En el sub-lite, se encuentra probado con la documental aportada al plenario, 
que la entidad promotora el 17 de febrero de 2021 a través de correo 
electrónico presentó un derecho de petición la accionada, en donde le 

solicitó “la copia en digital o físico de las planillas con los soportes 
correspondientes a los pagos por concepto de pensiones que fueron realizados 
por el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público”. 
 
La Corte Constitucional refiriéndose sobre la titularidad de derechos 

fundamentales de las entidades públicas, en sentencia T 317 de 2013 
indicó: 

 
“En la sentencia C-360 de 1996, la Corte reconoció que  en determinados 
eventos las personas jurídicas -incluso las personas jurídicas de derecho 
público- pueden ser titulares de derechos fundamentales. En esa misma 
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providencia señaló que dicha titularidad depende de (i) que así lo permita la 
naturaleza del derecho objeto de la vulneración o amenaza, y, (ii) que exista 

una relación directa entre la persona jurídica que alega la vulneración y una 
persona o grupo de personas naturales, virtualmente afectadas. Advirtió 
también que las personas jurídicas de derecho público pueden ser titulares 
de aquellos derechos fundamentales cuya naturaleza así lo admita y, por lo 
tanto, están constitucionalmente habilitadas para ejercitarlos y defenderlos a 
través de los recursos que, para tales efectos, ofrece el ordenamiento jurídico. 
  
En la sentencia SU-182 de 1998, al realizar un extenso análisis de la 
titularidad de derechos de las personas jurídicas de derecho público, esta 
Corporación señaló que dentro de la gama de aquellos garantizados en un 
Estado Social de Derecho a este tipo de sujetos hay algunos de naturaleza 
fundamental, “en cuanto estrechamente ligados a su existencia misma, a su 
actividad, al núcleo de las garantías que el orden jurídico les ofrece y, por 

supuesto, al ejercicio de derechos de las personas naturales afectadas 
de manera transitiva cuando son vulnerados o desconocidos los de 

aquellos entes en que tienen interés directo o indirecto”, por ende 
susceptibles de ser amparados por vía de tutela. 
  
Así, señaló la sentencia en cita: “La jurisprudencia constitucional ha 
reconocido que pueden ser titulares, de los derechos fundamentales al debido 
proceso, a la igualdad, a la inviolabilidad de domicilio y de correspondencia, 
a la libertad de asociación, a la inviolabilidad de los documentos y papeles 
privados, al acceso a la administración de justicia, al derecho a la 

información, al habeas data y al derecho al buen nombre, entre otros[14], que 
son susceptibles de ser protegidos en cabeza de una persona jurídica, a 
condición de que en la relación jurídica concreta que origina la tutela tengan 
la condición de titulares de esos derechos.”  
  
Y, en particular sobre las personas jurídicas de derecho público ha señalado 
la Corte:“[L]as estatales propiamente dichas así como las de capital mixto - 
público y privado- no están excluidas de los derechos fundamentales, en 
lo que se ajuste a su naturaleza, actividad y funciones, toda vez que, 

por conducto de sus órganos y con indudable repercusión en el interés 
y en los derechos de los seres humanos, son sujetos que obran con mayor 
o menor autonomía dentro del cuerpo social, que no puede menos de reconocer 
su existencia y su influjo, benéfico o perjudicial según cada caso, como 
tampoco ignorar sus obligaciones, deberes, cargas y prerrogativas. La 

persona jurídica pública no es un simple enunciado teórico ni una 
ficción, como durante algún tiempo lo aceptaron la ley y la doctrina, 
sino una incontrastable y evidente realidad que las normas no 

ignoran ejerce derechos y contrae obligaciones”. 
  
Finalmente y sin perjuicio de lo expuesto, la jurisprudencia ha hecho 
distinción respecto de los derechos fundamentales de los cuales puede ser 
titular una persona jurídica, señalando que algunos de ellos se refieren 
exclusivamente a la persona humana y, por tanto, aquellas no estarían 
legitimadas para recurrir a su amparo. Por ejemplo, el derecho a la vida, a la 
prohibición de la desaparición forzada, tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes o al derecho a la intimidad familiar. Tampoco son titulares del 
derecho a la dignidad humana, ni de los derechos a la intimidad personal y 
a la honra, los cuales “solamente se reconocen al ser humano, pues son 
atributos propios de éste, inherentes a su racionalidad, inalienables, 
imprescriptibles y connaturales con el reconocimiento de su dignidad”. Bajo 
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ese entendido, se ha dicho que una persona jurídica tiene derecho a la 
igualdad, a la inviolabilidad de domicilio, petición, debido proceso, libertad 

de asociación, acceso a la administración de justicia y el derecho al buen 
nombre, sin que esta enunciación pretenda ser exhaustiva”. 
 
Al amparo de la sentencia citada se puede concluir que, en el sub judice la 

persona jurídica de derecho público demandante es titular del derecho 
fundamental de petición. 
 

En ese orden, dado que la entidad contra la cual se dirigió la acción, no dio 
respuesta a los hechos expuestos en la presente tutela, ni justificó tal 
omisión, se dará aplicación a la presunción de veracidad consagrada en el 

artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, según el cual, si el informe no fue 
rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los 

hechos. 
 
Por lo tanto, se advierte que la accionada no cumplió con la obligación de 

responder la petición atrás referida, desatiendo los mandatos establecidos 
en el Decreto Legislativo 491 del 28 de marzo de 2020. 
 

Para concluir, como la accionada no respondió la petición que se le formuló 
dentro del plazo previsto en el artículo 5° Decreto Legislativo 491 del 28 de 

marzo de 2020 –por lo menos no obra prueba de ello-, deberá concederse 
el amparo solicitado, pues el lapso transcurrido evidencia la vulneración del 
derecho de petición (art. 23, C. Pol.).  

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 

BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONCEDER el amparo constitucional reclamado por el 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA DEFENSORÍA DEL ESPACIO 

PÚBLICO-DADEP, a su derecho fundamental de petición, por lo expuesto 
en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: ORDENAR a la accionada FONDO DE PENSIONES Y 
CESANTIAS COLFONDOS, a través de su representante legal o quien haga 

sus veces, que en el término de 48 horas, contadas a partir de la notificación 
de este fallo, emita respuesta de fondo y en el sentido que legalmente 

corresponda, a la petición de fecha 17 de febrero de 2021. 
 
TERCERO: Notifíquese la presente decisión a los extremos de la acción por 

el medio más idóneo o expedito posible. Entréguese copia del presente 
fallo a la accionada. 
 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE,  

 

JUAN CARLOS FONSECA CRISTANCHO 

JUEZ 

 

Firmado Por: 
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JUAN   CARLOS FONSECA   CRISTANCHO  

JUEZ  

JUZGADO 005 MUNICIPAL CIVIL DE LA CIUDAD DE 

BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA D.C.,        
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